El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 17 de octubre de 2017

Proceso:
Acción de Tutela – Concede
Radicación Nro.:
66001-31-03-001-2017-00070-01
Accionante: 
Ana Feliz Henao de Martínez
Accionado:
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar - ICBF.
Magistrado Ponente:
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 
MADRE COMUNITARIA / APORTES PARAFISCALES / REVOCA / CONCEDE – La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza esa especial acción, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación recientemente se pronunció sobre un asunto similar al que ahora ocupa la atención de la Sala, en la sentencia T-480 de 2016, anulada parcialmente por auto 186 del 17 de abril de este año y será con fundamento en esas providencias que se definirá la cuestión.

En la referida sentencia se analizó la situación de 106 demandantes, que reclamaban se les protegieran sus derechos a la igualdad, a la seguridad social, a la dignidad humana, al mínimo vital y al trabajo, ante la negativa del ICBF de pagar los aportes al sistema de seguridad social en pensión, en razón a la labor que como madres comunitarias desempeñaron.
(…)

En los hechos de la demanda expresó la demandante que cuenta con más de sesenta años de edad y carece de ingresos que le permitan garantizarse una vejez tranquila, pues dedicó su vida a laborar  con niños y aunque tuvo una relación de trabajo, no se le garantizaron  los derechos laborales que le permitieran acceder a una pensión de vejez.

Esas circunstancias permiten considerarla persona sujeto de protección especial constitucional, pues se encuentra frente a una situación económica precaria, al carecer de medios que le permitan llevar una vida digna, hecho que no desvirtuó la entidad demandada. 

Además, de acuerdo con la copia de registro civil de nacimiento allegado con la demanda, cuenta en la actualidad con sesenta y siete años de edad, por tanto, se encuentra en el estatus personal de adulto mayor de acuerdo con el artículo 7º, literal b, de la ley 1276 de 2009, según el cual reúne tal condición “…aquella persona que cuenta con sesenta (60) años de edad o más…”
(…)

Y en relación con el requisito de la inmediatez dijo la Corte en la misma providencia:

“13… tratándose de asuntos en donde se reclama el reconocimiento y pago de prestaciones periódicas relacionadas con derechos pensionales, como es el caso de los aportes a pensión en el Sistema General de Seguridad Social, esta Corporación ha sido enfática al precisar lo siguiente: “en virtud de su naturaleza, los derechos prestacionales, como las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, son imprescriptibles . Es decir, pueden ser reclamados en cualquier tiempo, por lo que se descarta la posibilidad de que un juez se abstenga de reconocerlos bajo el argumento de que la acción de tutela resulta improcedente por razones de inmediatez, al no haber sido instaurada en un término razonable, pues tales derechos siempre serán actuales.”  (Negrilla fuera del texto original).

En este caso tiene aplicación tal precedente, pues pretende la demandante, sean pagados a una entidad administradora de pensiones, los aportes que dejó de consignar la demandada, para así acceder a esa prestación. Por tanto, se considera superado el presupuesto de que se trata, así la citada señora haya dejado de ser madre comunitaria desde el año 2009.
(…)

En el auto referido, la Corte Constitucional declaró la nulidad parcial de la sentencia T-480 de 2016, que desconoció una línea jurisprudencial relacionada con la inexistencia de un contrato de trabajo entre las madres comunitarias y el ICBF o las asociaciones o entidades que participan en el Programa Hogares Comunitarios de Bienestar, el que se ha considerado como de naturaleza contractual de origen civil.

Sin embargo, resolvió que la decisión contenida en ese fallo tendrá un alcance parcial, en razón a la necesidad de mantener el amparo del derecho de las 106 madres comunitarias a que se realicen los aportes faltantes al sistema de seguridad social, con el propósito de permitirles acceder a pensión, de conformidad con los términos de la legislación aplicable.
(…)

En el caso concreto, la demandante aportó como prueba de la calidad de madre comunitaria que invocó como fundamento de sus pretensiones, los siguientes documentos: a) declaraciones extrajuicio rendidas ante la Notaría Única de Santa Rosa de Cabal, el 2 de diciembre de 2016, por las señoras Luz Stella Gómez y Luz Adriana Sánchez Corral, en las que expresaron que la actora fue madre comunitaria desde el 3 de agosto de 1993 hasta el 14 de diciembre de 2009, en el Hogar Comunitario Los Inquietos de Santa Rosa de Cabal  y b) constancia sobre un reconocimiento que le hizo El Instituto de Bienestar Familiar, Regional Risaralda, por su compromiso como madre comunitaria durante el año 2006 . Ninguno de tales documentos fue desconocido por la parte demandada.

De acuerdo con lo hasta aquí expuesto, puede entonces decirse que la entidad demandada lesionó los derechos fundamentales de la actora a la dignidad humana, la seguridad social, a la igualdad y al mínimo vital, por la falta de pago de los aportes pensionales que se hubieren causado durante el periodo en que fue madre comunitaria.

En consecuencia, se concederá el amparo solicitado y para  protegerlos, siguiendo los lineamientos de la Corte Constitucional en el auto 186 del 17 de abril de 2017, se ordenará al ICBF, por medio de su representante legal o quien haga sus veces, que en el término de tres meses, contados a partir de la notificación que se le haga de esta providencia, adelante el correspondiente trámite administrativo para que se reconozcan y paguen a la demandante los aportes parafiscales en pensiones faltantes al Sistema de Seguridad Social por el tiempo que efectivamente acredite como madre comunitaria, a efecto de que pueda obtener su pensión, de conformidad con la legislación aplicable, desde cuando se vinculó como madre comunitaria al Programa Hogares Comunitarios de Bienestar y hasta la fecha que con anterioridad al 12 de febrero de 2014, estuvo vinculada a ese programa. Esos aportes deberán ser consignados al fondo de pensiones en que se encuentre afiliada o desee afiliarse la demandante.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre diecisiete (17) de dos mil diecisiete (2017)


Acta No. 536 del 17 de octubre de 2017


Expediente No. 66001-31-03-001-2017-00070-01

Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la señora Ana Feliz Henao de Martínez, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 30 de agosto último, en la acción de tutela que promovió la impugnante contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por la demandante admiten el siguiente resumen:

1.1 Durante el periodo comprendido entre agosto de 1993 y diciembre de 2009 estuvo vinculada con el ICBF en calidad de madre comunitaria, de conformidad con la Ley 89 de 1988 que implementó los Hogares Comunitarios, siguiendo órdenes y directrices del ICBF.
1.2 Prestó personalmente sus labores de cuidar los niños y adolescentes, alimentarlos, organizar y realizar actividades pedagógicas y ocuparse de su higiene y salud, entre otros.

 1.3 Su jornada laboral iniciaba a las cinco de la madrugada, hora en la que debía empezar a preparar los alimentos y el hogar comunitario para cuando llegaran los menores a las ocho de la mañana, y culminaba a las cuatro de la tarde, pero ese horario se extendía porque debía esperar a que todos los niños fueran recogidos por sus acudientes, es decir que superaba las ocho horas de trabajo diarias. 
1.4 Sus laborales las desempeñó bajo la completa subordinación del ICBF, entidad que por tanto supervisaba y calificaba periódicamente su trabajo. Dicha subordinación podía incluso llegar a la clausura del hogar, de hallarse un incumplimiento de las funciones de la madre comunitaria. 

1.5 A partir del momento en que empezó a desempeñarse en ese empleo, recibió una remuneración habitual por sus servicios, la que no obstante cambiar su denominación, pues son concebidas por la institución accionada como becas, subsidios y demás, realmente constituyó la remuneración por su servicio personal y subordinado; siempre fue la mitad del salario mínimo legal mensual vigente, hasta el 2 de febrero del año 2014 cuando se equiparó al salario mínimo, en cumplimiento a la sentencia T-628 de 2012 y la Ley 1607 del mismo año.

1.6 La entidad demandada omitió cotizar al sistema general de seguridad social, pues tal como lo refleja su historia laboral, entre los años 1996 y 2008 tiene un total de 171,57 semanas, las que fueron aportadas de manera discontinua. Si dichos periodos hubieran sido pagados de forma ininterrumpida, podría acceder a su derecho a la pensión de vejez.

1.7 Cuenta con una avanzada edad y carece de una fuente de ingresos digna, que le garantice una vejez tranquila.
1.8 Aunque en su caso se configuran los requisitos del contrato realidad de que trata el artículo 23 del Código Sustantivo del Trabajo, la demandada realizó maniobras para desconocer sus garantías laborales, entre ellas abstenerse de pagar parafiscales, cotizar a pensión y acudió a la tercerización, organizándolas en asociaciones a efectos de escudar a la entidad de un vínculo visiblemente directo; sin embargo, esas asociaciones solo son un puente estratégico para recibir directrices del ICBF y facilitar la comunicación.
1.9 Mediante sentencia T-480 de 2016, la Corte Constitucional concedió el amparo de los derechos a la igualdad, la seguridad social, la dignidad humana, el mínimo vital y el trabajo de las madres comunitarias y le ordenó al ICBF reconocerles y pagarles todas las acreencias laborales y los parafiscales adeudados. Las circunstancias de hecho allí analizadas son idénticas a las de su caso. Pese a que esa providencia fue declarada nula en forma parcial, la procedencia de la acción de tutela y el reconocimiento de los derechos pensionales de las madres comunitarias quedó incólume. 
1.10 La entidad demandada ha resuelto de manera negativa las solicitudes elevadas para obtener el pago de esas prestaciones, que ha elevado el grupo de madres comunitarias a nivel nacional. Este requisito de la reclamación previa, fue analizado en la sentencia T-480 de 2017, en la cual se determinó que no era necesario para acudir a la acción de tutela.
1.11 En la actualidad presenta serias complicaciones de salud y hace parte de la tercera edad.
2. Considera lesionados sus derechos a la igualdad, a la seguridad social, a la dignidad, al mínimo vital y al trabajo. Para su protección, solicita se ordene al ICBF reconocer y pagar a la Administradora de Pensiones el retroactivo por concepto de parafiscales y aportes pensionales, adeudados durante el periodo en que estuvo vinculada a esa entidad y “Las demás… que encuentre probadas” como “fallador Ultra y Extra Petita”.

A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 16 de agosto se admitió la acción de amparo.

2. La Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICBF se pronunció sobre los hechos de la demanda, para decir que no eran ciertos, excepto el primero sobre la vinculación que dijo la demandante tuvo con la entidad, porque no se aportó documento alguno que acreditara el período a que se hace referencia.

Considera que en este caso no se satisface el presupuesto de la subsidiaridad, porque la actora cuenta con otro medio de defensa judicial para obtener lo que pretende por esta vía. Se refirió a las normas que regulan lo relacionado con los hogares comunitarios del ICBF y las relaciones entre las madres comunitarias y el ICBF, para concluir que entre ellas no hay ninguna relación de naturaleza laboral.

Luego hizo alusión al Fondo de Solidaridad Pensional, cuyo objeto es subsidiar los aportes al régimen general de pensiones, entre otros, de las madres comunitarias, y después de citar algunas de las disposiciones que se ocupan de la cuestión, concluyó  que los recursos de ese fondo son administrados por el Consorcio Colombia Mayor, el que finalmente resuelve sobre el reconocimiento y pago de la subcuenta de subsistencia de aquel Fondo, de acuerdo con la explicación que al respecto dio la Corte Constitucional en el auto 186 de 2007.
Mencionó la importancia de pagar cotizaciones para acceder a la pensión de vejez, con fundamento en jurisprudencia constitucional y finalizó diciendo que han debido ser vinculados a la actuación entidades como Colpensiones y el Fondo de Solidaridad Pensional, por medio del Ministerio de Trabajo, al que se encuentra adscrito.
3. Se definió la instancia con sentencia del 30 de agosto del año en curso, en la que se declaró improcedente el amparo solicitado porque a juicio del juzgado, los documentos aportados con la demanda no acreditan la calidad de madre comunitaria invocada en el escrito de tutela, razón por la cual debe dilucidarse la situación en un proceso ordinario, en el que además se controvierta lo que se solicita sea decidido por este medio, en razón a la subsidiaridad que caracteriza la tutela y porque no se encuentra la demandante frente a un perjuicio irremediable.
4. Inconforme con el fallo, la accionante lo impugnó. Alegó que la tutela sí procede porque es adulta mayor de acuerdo con la ley 1276 de 2009, en razón a que tiene más de sesenta años; además, que sí probó su calidad de madre comunitaria durante el término indicado en la demanda. 
Explicó que la sentencia T-480 de 2016 protegió los derechos de 106 madres comunitarias, las cuales se hallaban en iguales condiciones que la suya y por tanto, en virtud del principio de igualdad y el derecho a un debido proceso, se le deben reconocer sus aportes retroactivos a pensión.

Y agregó que aunque la presente acción de amparo presenta identidad de partes, hechos y pretensiones, con la tutela radicada bajo el No. 66682-31-03-001-2017-00331-00, decidida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, no es posible declarar la temeridad ya que el hecho de que la Corte Constitucional haya declarado la nulidad parcial del citado fallo y haya protegido los derechos de las madres comunitarias, se configura una nueva circunstancia, la existencia del auto 186 del 17 de abril de 2017 que declaró la nulidad parcial de la sentencia T-480 de 2016.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si se produjo el fenómeno de la cosa juzgada y, de ser ello negativo, si procede la tutela para ordenar a la entidad demandada pagar a una administradora de pensiones, el retroactivo correspondiente a parafiscales por aportes a pensión, con el fin de que la actora pueda acceder a esa prestación.
3. Para resolver sobre la primera cuestión planteada, basta con indicar que si bien la accionante al sustentar la impugnación se refirió a que fue parte en otra acción de tutela que se tramitó en el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, con el objeto de ordenar al ICBF cancelar las acreencias laborales adeudadas a madres comunitarias, obtenidas las copias del proceso respectivo, se evidencia que en él no intervino
, razón por la cual no se configura el mencionado fenómeno y por tanto es procedente analizar el fondo del asunto.   
4. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza esa especial acción, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación recientemente se pronunció sobre un asunto similar al que ahora ocupa la atención de la Sala, en la sentencia T-480 de 2016, anulada parcialmente por auto 186 del 17 de abril de este año y será con fundamento en esas providencias que se definirá la cuestión.
5. En la referida sentencia se analizó la situación de 106 demandantes, que reclamaban se les protegieran sus derechos a la igualdad, a la seguridad social, a la dignidad humana, al mínimo vital y al trabajo, ante la negativa del ICBF de pagar los aportes al sistema de seguridad social en pensión, en razón a la labor que como madres comunitarias desempeñaron.

5.1 Al referirse al presupuesto de subsidiaridad que caracteriza la tutela, se dijo en esa providencia: 

“16. Respecto a las acciones de tutela promovidas por personas que han desempeñado o cumplen la labor de madre comunitaria en el Programa Hogares Comunitarios de Bienestar del ICBF, en múltiples pronunciamientos, esta Corporación ha encontrado procedentes dichas solicitudes de amparo, por cuanto ha considerado a las accionantes como sujetos de especial protección constitucional, al verificar cualquiera de las siguientes condiciones particulares:

(i) Encontrarse en una situación económica precaria que afecte su mínimo vital, lo cual se configura por el simple hecho de devengar un ingreso inferior a un salario mínimo mensual legal vigente
; (ii) ser parte de un segmento situado en posición de desventaja, como por ejemplo, los sectores más deprimidos económica y socialmente
; (iii) pertenecer a un grupo poblacional tradicionalmente marginado de las garantías derivadas del derecho fundamental al trabajo
; (iv) hallarse en el estatus personal de la tercera edad; (v) afrontar un mal estado de salud; (vi) ser madre cabeza de familia; y/o (vii) ser víctima del desplazamiento forzado
.

17. Tan solo una de las anteriores circunstancias impone al juez de tutela el deber de implementar un examen flexible de procedibilidad de la acción de tutela instaurada por aquellas personas que han cumplido o realizan la labor de madre comunitaria en el ICBF, estudio que se debe ajustar a las condiciones físicas, sociales, culturales o económicas que han puesto en estado de debilidad manifiesta a ese grupo de personas por un tiempo considerablemente prolongado…”
En los hechos de la demanda expresó la demandante que cuenta con más de sesenta años de edad y carece de ingresos que le permitan garantizarse una vejez tranquila, pues dedicó su vida a laborar  con niños y aunque tuvo una relación de trabajo, no se le garantizaron  los derechos laborales que le permitieran acceder a una pensión de vejez.

Esas circunstancias permiten considerarla persona sujeto de protección especial constitucional, pues se encuentra frente a una situación económica precaria, al carecer de medios que le permitan llevar una vida digna, hecho que no desvirtuó la entidad demandada. 
Además, de acuerdo con la copia de registro civil de nacimiento allegado con la demanda
, cuenta en la actualidad con sesenta y siete años de edad, por tanto, se encuentra en el estatus personal de adulto mayor de acuerdo con el artículo 7º, literal b, de la ley 1276 de 2009, según el cual reúne tal condición “…aquella persona que cuenta con sesenta (60) años de edad o más…”
5.2 Y en relación con el requisito de la inmediatez dijo la Corte en la misma providencia:

“13… tratándose de asuntos en donde se reclama el reconocimiento y pago de prestaciones periódicas relacionadas con derechos pensionales, como es el caso de los aportes a pensión en el Sistema General de Seguridad Social, esta Corporación ha sido enfática al precisar lo siguiente: “en virtud de su naturaleza, los derechos prestacionales, como las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, son imprescriptibles
. Es decir, pueden ser reclamados en cualquier tiempo, por lo que se descarta la posibilidad de que un juez se abstenga de reconocerlos bajo el argumento de que la acción de tutela resulta improcedente por razones de inmediatez, al no haber sido instaurada en un término razonable, pues tales derechos siempre serán actuales.”
 (Negrilla fuera del texto original).

En este caso tiene aplicación tal precedente, pues pretende la demandante, sean pagados a una entidad administradora de pensiones, los aportes que dejó de consignar la demandada, para así acceder a esa prestación. Por tanto, se considera superado el presupuesto de que se trata, así la citada señora haya dejado de ser madre comunitaria desde el año 2009.
5.3 En conclusión, contrario a lo afirmado por el juez de primera instancia, sí se satisface el presupuesto de subsidiaridad que hace procedente la tutela; también el de inmediatez, siendo necesario precisar que lo relacionado con tales aspectos, no se declaró nulo por la Corte Constitucional en el auto 186 del 17 de abril de 2017.
6. Corresponde ahora determinar si la entidad demandada desconoció derechos fundamentales de la actora que sea menester proteger.
En el auto referido, la Corte Constitucional declaró la nulidad parcial de la sentencia T-480 de 2016, que desconoció una línea jurisprudencial relacionada con la inexistencia de un contrato de trabajo entre las madres comunitarias y el ICBF o las asociaciones o entidades que participan en el Programa Hogares Comunitarios de Bienestar, el que se ha considerado como de naturaleza contractual de origen civil.

Sin embargo, resolvió que la decisión contenida en ese fallo tendrá un alcance parcial, en razón a la necesidad de mantener el amparo del derecho de las 106 madres comunitarias a que se realicen los aportes faltantes al sistema de seguridad social, con el propósito de permitirles acceder a pensión, de conformidad con los términos de la legislación aplicable. Y al respecto se dijo en esa providencia:
“11. Sea lo primero reiterar que en la tutela T-480 de 2016 se estudió el asunto acumulado de 106 madres comunitarias que instauraron acción de tutela contra el ICBF, por considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la igualdad, a la seguridad social, a la dignidad humana, al mínimo vital y al trabajo, ante la negativa del pago de los aportes pensionales, con ocasión de la labor de madre comunitaria que desempeñaron desde la fecha de su vinculación al Programa Hogares Comunitarios de Bienestar del ICBF hasta el 31 de enero de 2014, o hasta la fecha en que con anterioridad estuvieron vinculadas a dicho programa…”
Y explicó que aunque entre el 29 de diciembre de 1988
 y el 12 de febrero de 2014
 ni la ley ni la jurisprudencia establecieron una relación laboral entre las madres comunitarias y el ICBF o las asociaciones o entidades que participan en el Programa Hogares Comunitarios de Bienestar, el ordenamiento jurídico sí prevé el derecho a la seguridad social de las citadas señoras.

Explicó que la ley 100 de 1993, en el artículo 25, creó el Fondo de Solidaridad Pensional “como una cuenta especial de la Nación, sin personería jurídica, adscrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, cuyos recursos serán administrados en fiducia por las sociedades fiduciarias de naturaleza pública, y preferencialmente por las sociedades fiduciarias del sector social solidario, o por las administradoras de fondos de pensiones y/o cesantía del sector social solidario, las cuales quedan autorizadas para tal efecto por virtud de la presente ley.”, cuyo objeto es el de subsidiar los aportes al régimen general de pensiones, entre otras personas, de las madres comunitarias.

De otro, expresó la Corte, la ley 509 de 1999 estableció beneficios en favor de las mismas señoras en materia de seguridad social y otorgó un subsidio pensional; el artículo 2 de la Ley 1187 de 2008 dispuso que el Fondo de Solidaridad Pensional subsidiará los aportes al Régimen General de Pensiones de las madres comunitarias, sin importar su edad y tiempo de servicio. Adicionalmente, el referido precepto legal prevé: “El Gobierno Nacional garantizará la priorización al acceso de las Madres Comunitarias al subsidio de la Subcuenta de Subsistencia de que trata la Ley 797 de 2003, cuando no cumplan con los requisitos para acceder al Fondo de Solidaridad Pensional - Subcuenta de Solidaridad, o cuando habiendo cumplido la edad en los términos de la ley no alcancen a completar el requisito de semanas de cotización exigido.”
Y con fundamento en esas disposiciones concluyó: “14. En virtud de la anterior normatividad, es claro entonces que a las 106 accionantes les asiste el derecho a la seguridad social en materia pensional con las especificaciones previstas en ese régimen jurídico especial. Al respecto, en providencia T-130 de 2015 la Corte Constitucional concedió el amparo de los derechos fundamentales al mínimo vital y seguridad social de una madre comunitaria y, en consecuencia, ordenó al ICBF que realizara los trámites necesarios para cancelar a Colpensiones, fondo al cual estaba afiliada la accionante, los aportes faltantes al Sistema de Seguridad Social causados en un tiempo determinado.”
7. En el caso concreto, la demandante aportó como prueba de la calidad de madre comunitaria que invocó como fundamento de sus pretensiones, los siguientes documentos: a) declaraciones extrajuicio rendidas ante la Notaría Única de Santa Rosa de Cabal, el 2 de diciembre de 2016, por las señoras Luz Stella Gómez y Luz Adriana Sánchez Corral, en las que expresaron que la actora fue madre comunitaria desde el 3 de agosto de 1993 hasta el 14 de diciembre de 2009, en el Hogar Comunitario Los Inquietos de Santa Rosa de Cabal
 y b) constancia sobre un reconocimiento que le hizo El Instituto de Bienestar Familiar, Regional Risaralda, por su compromiso como madre comunitaria durante el año 2006
. Ninguno de tales documentos fue desconocido por la parte demandada.
8. De acuerdo con lo hasta aquí expuesto, puede entonces decirse que la entidad demandada lesionó los derechos fundamentales de la actora a la dignidad humana, la seguridad social, a la igualdad y al mínimo vital, por la falta de pago de los aportes pensionales que se hubieren causado durante el periodo en que fue madre comunitaria.

9. En consecuencia, se concederá el amparo solicitado y para  protegerlos, siguiendo los lineamientos de la Corte Constitucional en el auto 186 del 17 de abril de 2017, se ordenará al ICBF, por medio de su representante legal o quien haga sus veces, que en el término de tres meses, contados a partir de la notificación que se le haga de esta providencia, adelante el correspondiente trámite administrativo para que se reconozcan y paguen a la demandante los aportes parafiscales en pensiones faltantes al Sistema de Seguridad Social por el tiempo que efectivamente acredite como madre comunitaria, a efecto de que pueda obtener su pensión, de conformidad con la legislación aplicable, desde cuando se vinculó como madre comunitaria al Programa Hogares Comunitarios de Bienestar y hasta la fecha que con anterioridad al 12 de febrero de 2014, estuvo vinculada a ese programa. Esos aportes deberán ser consignados al fondo de pensiones en que se encuentre afiliada o desee afiliarse la demandante. 
El trámite administrativo que deberá adelantar la entidad demandada, plagiando a la Corte Constitucional, debe estar dirigido a que:
9.1 La accionante sea reconocida como beneficiaria del subsidio pensional previsto en la Ley 509 de 1999 y la Ley 1187 de 2008. Dicha afiliación tendrá cobertura para el período comprendido desde la fecha en que se vinculó como madre comunitaria al Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y hasta la fecha que antes de 12 de febrero de 2014 estuvo vinculada a ese programa.

9.2 El Fondo de Solidaridad Pensional, en ejercicio de su deber legal, transfiera a la respectiva Administradora de Fondos de Pensiones en la que se encuentre afiliada o desee afiliarse la demandante, según la legislación aplicable, los aportes pensionales faltantes al Sistema de Seguridad Social causados en el período comprendido desde la fecha en que se haya vinculado como madre comunitaria al Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y hasta la fecha en que antes del 12 de febrero de 2014 estuvo vinculada al referido programa. Para tal efecto, se deberán observar las siguientes precisiones: (i) el monto del subsidio pensional a reconocer y transferir no será equivalente al 80% sino al 100% del total de las cotizaciones pensionales faltantes y causadas en ejercicio efectivo y comprobado de su labor de madre comunitaria, en el período comprendido entre la fecha en que se haya vinculado como tal al Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar y hasta la fecha en que antes del 12 de febrero de 2014 estuvo vinculada al mencionado programa; (ii) esas cotizaciones pensionales faltantes deben realizarse tomando como referencia el salario mínimo legal mensual vigente con la respectiva indexación en los casos en que hubiere lugar; (iii) la transferencia de los recursos correspondientes al subsidio pensional que se realizará a las respectivas administradoras de pensiones con ocasión de esta decisión no causará intereses moratorios de ninguna índole.

10. En consecuencia, se revocará la sentencia que se revisa que desconoció el precedente en que se fundamentó esta providencia.
11. Para terminar, considera la Sala necesario precisar que en este caso no se hizo necesario citar a las entidades cuya intervención reclamó la entidad demandada al dar respuesta a la demanda, porque no se les acusó de haber lesionado derecho fundamental alguno de que fuera titular la demandante, y ninguna orden se les ha de imponer en este fallo. En el proceso que dio lugar a las providencias que se han traído a este fallo, se declaró improcedente el amparo frente a otras entidades, diferentes al ICBF, que fueron vinculadas a la actuación, por motivos como los que se acaban de citar.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 30 de agosto último, en la acción de tutela que promovió la señora Ana Feliz Henao de Martínez contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.

SEGUNDO: Conceder el amparo solicitado para proteger los derechos al mínimo vital, la vida digna y la seguridad social que de que es titular la demandante.

TERCERO: Se ordena al representante legal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, o quien haga sus veces, que en el término de tres meses, contados a partir de la notificación que se le haga de esta providencia, adelante el correspondiente trámite administrativo para que se reconozcan y paguen a la demandante los aportes parafiscales en pensiones faltantes al Sistema de Seguridad Social por el tiempo que efectivamente acredite  como madre comunitaria, a efecto de que pueda obtener su pensión, de conformidad con la legislación aplicable y en los términos indicados en la parte motiva de esta providencia, desde cuando se vinculó como madre comunitaria al Programa Hogares Comunitarios de Bienestar y hasta la fecha que con anterioridad al 12 de febrero de 2014, estuvo vinculada a ese programa. Esos aportes deberán ser consignados al fondo de pensiones en que se encuentre afiliada o desee afiliarse la demandante. 

(Continúa sentencia de segunda instancia proferida en la acción de tutela radicada 66001-31-03-001-2017-00070-01)

CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE




(Ausente con causa justificada)




DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Folios 7 a 34, cuaderno No. 2


� Ver Providencias T-978 de 2000, T-1081 de 2000, T-1117 de 2000, T-1605 de 2000, T-1674 de 2000, T-158 de 2001 y T-159 de 2001, entre otras.


� Consultar el Fallo T-018 de 2016.


� Ibídem.


� En cuanto a las condiciones especiales (iv) a (vii), ver la Sentencia T-628 de 2012.


� Folio 13, cuaderno No. 1


� “Al respecto ver T-681 de 2011, T-037 de 2014, T-292 de 2014 y T-324 de 2014, entre otras.”


� Consultar T-262 de 2014, T-292 de 2014 y T-350 de 2015.


� Fecha en la cual se implementó el Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar con la expedición de la Ley 89 de 1988.


� Data en la cual entró en vigencia el Decreto 289 de 2014 que reglamentó la vinculación laboral de las madres comunitarias con las entidades administradoras del Programa de Hogares Comunitarios de Bienestar.


� Folio 15, cuaderno No. 1


� Folio 18, cuaderno No. 1
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